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RESUMEN 

La obediencia máxima al sistema instaurado en una sociedad por parte de sus ciudadanos 

es evidencia de que ese conglomerado vive en paz y existe armonía entre sus habitantes, 

pero en ocasiones la autoridad superior de tal grupo humano deja de lado el interés por el 

bien social y promulga leyes que aunque puedan parecer eficaces, irrespetan a las 

personas en los derechos fundamentales que deben garantizarse, lo que conlleva revueltas 

por la ciudadanía y sanciones como producto de tal acto. Ante la problemática descrita el 

presente trabajo tiene por objetivo identificar las condiciones se requieren para que la 

desobediencia civil sea legítima a fin de analizar las características debe tener una 

actuación para ser considerada bajo esa figura, y la relación inexorable, que a primera vista 

parece incompatible, entre desobediencia civil y democracia.  

PALABRAS CLAVE: desobediencia civil; obediencia; ley; justicia; moral; democracia.  

 

ABSTRACT 

The obedience to the system established in a society by its citizens is evidence that this 

conglomerate lives in peace and there is harmony among its inhabitants, but sometimes the 

superior authority of such a human group leaves aside the interest for the social good and 

promulgates laws that, although they may seem, disrespect people in the fundamental 

rights that they must pursue, which entails revolts by citizens and limitations as a result of 

such act. Given the problems described, this work aims to identify the conditions required 

for legitimate civil civil disobedience in order to analyze the characteristics an action must 
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have to be considered under that figure, and the inexorable relationship, which at first 

glance seems incompatible, between civil disobedience and democracy. 

KEYWORDS: Civil disobedience; obedience; law; Justice; moral; democracy. 

 

INTRODUCCIÓN  

La abolición de la esclavitud en Estados Unidos, o la Independencia de India del Raj 

británico, son ejemplos de revueltas ciudadanas que terminaron en el derrocamiento de 

sistemas arbitrarios, las mismas fueron ejecutadas sin observar los procedimientos legales 

para un cambio de régimen, por lo que estos actos se encuadran en la figura de 

desobediencia civil.  

La desobediencia civil se establece como una reprimenda, mediante la cual sus actores, 

irrespetan intencionalmente la ley, de forma pacífica y sin violencia, sobre la base de una 

conducta ilegitima que legitima el comportamiento social del accionante y persuade al 

Estado a recapacitar o cambiar sus acciones, dentro y fuera de sus políticas y contextos 

de legitimación. (Huertas Díaz, 2016, p. 95) 

Los seres humanos que forman parte de un Estado, obedecen libremente las normas 

impuestas por este cuando aquellas tienen un resultado bueno para cada hombre al acatar 

lo ordenado por personas que manejan el poder, porque obtienen un sentimiento 

satisfactorio que influye en el desarrollo de su vida. 

Sin embargo, cuando lo dispuesto por quien gobierna no ayuda al progreso de las 

personas, y por el contrario es perjudicial al bien común de esa sociedad, sin que se les 

permita además presentar la inconformidad con lo decidido, se deja de obedecer al sistema 

y los ciudadanos enfrentan a la precaria y estéril respuesta estatal frente a las 

reclamaciones hechas por aquellos, por lo que su actuación busca una reconstrucción ética 

del orden político, con el objetivo de fortalecer la personalidad moral del Estado y restituir 

el principio de autoridad.  

Los acontecimientos históricos mencionados al inicio, mostraban exuberantes 

desigualdades y estratificaciones hacia los seres humanos de aquellas épocas; pese a que 

hoy en día la mayoría de los países han instituido democracias, las vejaciones hacia los 

derechos humanos especialmente de las minorías no ha cesado, motivo por el que la 

desobediencia civil sigue vigente aun en nuestros tiempos.  

Partiendo de estas puntualizaciones, en el presente artículo se plantea como problema de 

investigación dar respuesta a la siguiente pregunta: ¿Cuáles son los presupuestos éticos 

y legales necesarios para que la desobediencia civil sea legítima? Para ello se determinan 

los siguientes objetivos específicos: 

 Analizar el deber de obedecer mediante una aproximación al concepto de ley justa. 
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 Esbozar las condiciones que debe tener un sistema para ser obedecido por sus 

ciudadanos. 

 Exponer la relación existente entre la desobediencia civil y la democracia.  

 

MÉTODOS 

Método gramatical: Se usa este método a fin de conocer el verdadero sentido y alcance de 

los conceptos transcendentales en este tema.  

Método descriptivo: Se usa este método para entender la realidad del tema a estudiarse, 

mediante la descripción de sus componentes principales.  

 

RESULTADOS 

Obediencia y desobediencia a la ley  

La instauración de un sistema jurídico en el Estado adquiere sentido cuando las normas 

son obedecidas por sus ciudadanos, entonces su vigencia funda la obligación de 

acatamiento, siendo por tanto la exigencia jurídica para los miembros de una sociedad que 

cumplan la ley. El profesor Eusebio Fernández refiere que jurídicamente los destinatarios 

de las normas les deben obediencia ya que existen en el sistema social que conforman. 

(1987, p. 59)  

El positivismo jurídico radical considera que toda ley que ha pasado por la aprobación de 

la Función Legislativa y ha sido publicada en el Registro Oficial, debe ser obedecida por 

los ciudadanos sin cuestionamiento alguno acerca de su contenido y las consecuencias 

que pueden devenir de su aplicación, por lo tanto promulgan que la ley es justa por el hecho 

mismo de ser ley. (Asanza Miranda, 2016, p. 192) 

En contraposición a esta postura, la corriente del neo constitucionalismo que se caracteriza 

por tener una perspectiva que realiza una crítica moral interna al Derecho, afirma que 

obedecer una norma no puede reducirse a motivos utilitarios, sino que al tener las leyes 

una función para promover el bien social, su obediencia se basa en que las 

argumentaciones no deben ser subjetivas, sino que son el resultado de justificar en la 

práctica su valor universal, siendo en consecuencia, aceptadas por individuos con distintos 

estándares valorativos. (Cueva Fernández, 2017, p. 261).  

Los Parlamentos o Congresos de los Estados no siempre emplean una técnica legislativa 

adecuada, por lo que con frecuencia las leyes dictadas carecen de eficacia para el objetivo 

que se elaboraron, o en otras ocasiones, directamente los intereses que los mueven no 

están enfocados en proteger los derechos de las personas, con lo que se crean normas 

atentatorias para la sociedad entera o parte de ella.  
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En ese sentido, Eusebio Fernández, profundizando acerca de la obligación jurídica para 

obedecer la ley, añade que, tratándose de asuntos universales estos deben cumplirse más 

allá de lo jurídico, por una imposición de carácter moral. (1987, p. 60) Considerando este 

postulado, si una ley debe ser obedecida por exigencia jurídica, pero su contenido no 

respeta un mandato universal, la obligación moral permite no acatar lo positivado.  

La moral se configura como la regulación normativa de un individuo consigo mismo, con 

quienes lo rodean, y con la comunidad en general. Cumplir, rechazar o transgredir normas, 

son actos que se ejercen con libertad y responsabilidad por parte de cada sujeto. La 

imposición coercitiva, característica del Derecho, es incompatible con la esencia de la 

moral. (Sánchez, 2017, p. 27).  

Dentro del juicio prudencial que cada individuo realice para decidir si obedece o no alguna 

normativa, está inmersa su conciencia moral, ya que si se garantizan sus derechos no 

existe justificación para no acatarla, de lo contrario se apertura la posibilidad de 

desobedecer esa ley que los vulnere. Elías Díaz García en su artículo, “La justificación de 

la democracia”, dilucida este tema de la siguiente forma:  

Desde luego que hay y puede haber razones éticas para desobedecer al Derecho, 

incluso al creado por las mayorías, cuando en cuestiones serias aquél choca de verdad 

con el dictamen de la conciencia, se entiende de la conciencia de cada cual; en esos 

casos, no es ya que uno pueda, es que debe (por imperativo ético) desobedecer al 

Derecho; pero, junto a ello, pienso que hay y puede haber también razones éticas para 

obedecerlo, y ello no sólo en el caso preeminente de perfecta concordancia con las 

normas morales de uno mismo.  (1985, p. 8) 

Entendemos entonces que los individuos obedecen a la ley justa, motivados a que esto 

contribuye a mejorar el mundo, cuanto más conciencia moral tengan los seres humanos 

más se verán coaccionados a respetarlas de manera libre, sin coerción para esto, ya que 

la bondad como resultado de su moralidad hace que la elijan espontáneamente.  

La obligación moral tiene su origen en la conciencia moral, autónoma y voluntaria, con 

reflexiones sin egoísmo, y a las que una persona desea otorgar valor universal, siendo esto 

más importante que cualquier otra consideración. (Fernández García, 1987, p. 59) Cuando 

esta conciencia moral de los individuos detecta que las decisiones del Estado están 

violando su personalidad moral, se resiste a estos actos atentatorios, ya que siempre tiende 

al establecimiento de la justicia ideal, que se desarrolla en el espacio – tiempo propio, y se 

sostiene en el sistema jurídico por medio del que se reconocen y garantizan los derechos 

correspondientes. 

Leibniz reflexionando sobre la justicia consideraba que es consecuencia de la cualidad 

moral de amar a otros unida a la sabiduría, que nos orienta hacia lo mejor, por ello definía 
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al Derecho como la potestad de forjar lo que es justo. (1988, pp. 109) Bajo esta lógica para 

que una ley sea justa debe considerar la esencia de todos los seres de un conglomerado 

social, de manera razonable y solidaria. 

Sobre la desobediencia a la ley injusta, Santo Tomás precisaba que existen dos casos para 

esta posibilidad: existe obligación de desobedecer cuando lo que manda la ley es un mal 

en sí misma, si cumplir su mandato va en contra de una ley natural o humana superior, 

porque la conciencia ordenará una obligatoria resistencia; mientras que, si la ley ordena 

algo que no es íntimamente malo, pero si es injusto, no hay obligación de desobedecer, 

pero puede desobedecerse. (1964, I-II, q.96, a.4.) Ahondando lo dicho por Santo Tomas, 

la Teoría de la Justicia presentada por Rawls, sugiere que las personas tienen el derecho 

de desobedecer solo aquellas leyes que son en realidad injustas, y no las que simplemente 

creen injustas. (Freeman, 2016, p. 87). 

Desobedecer una ley injusta, consecuentemente tiene un valor ético y social, en el campo 

ético se actúa según la conciencia moral individual, mientras que en el campo social, se 

cumple con el sagrado deber ciudadano de defender por todos los medios posibles la vida 

y dignidad de nuestros semejantes, con lo que nuestros actos dotan de esperanza también 

a las generaciones futuras. (Sued, 2016, p. 51). 

Condiciones del sistema para que se le deba obediencia  

Ángel Ossorio, resume la arbitrariedad existente en algunas de las naciones 

contemporáneas, en una frase que irresistiblemente rememora varios gobiernos: “Los 

poderes tiránicos hacen la guerra sin declarar la guerra, suprimen de hecho las 

Constituciones sin derogarlas, mantienen los Parlamentos despojándoles de su esencia, 

desconocen todas las garantías y eliminan la personalidad humana”.  (1997, p. 112). 

Para que un sistema pueda ser catalogado como justo existen condiciones de forma y de 

fondo; en el primer conjunto se encuentran: la soberanía popular, separación de poderes, 

y el pluralismo político; dentro del segundo grupo está como constitutivo fundamental la 

dignidad humana, de la que se desprenden como principios humanos básicos: la libertad, 

la igualdad, y la solidaridad. (Gamson, 1990, p.7) 

Las decisiones en un conglomerado social son justas entonces cuando en el proceso de 

discusión participan personas diversas, de este modo la elección final ha sido construida 

observando las condiciones de fondo y forma arriba enumeradas, y así se evitan 

arbitrariedades; lo que vaya a ser decidido para todo el grupo humano debe pasar por una 

discusión sustentada y con activa participación de quienes lo componen.  

La intransigencia con el poder se origina cuando las autoridades gobernantes mediante 

prácticas auto emuladoras, subyugan las decisiones de la mayoría para los demás, incluso 
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al punto de proferir improperios a quienes no defieren con su postura. (Asanza Miranda, 

2016, p. 100).  

Si los seres humanos mediante el contrato social deciden unirse, renunciando a una parte 

de su libertad, con el objetivo de tener una mejor vida y un desarrollo comunitario, es 

inentendible que se deje de lado a un grupo de aquellos al ignorar sus necesidades y 

diferencias con la creación de leyes apáticas. Cuando no existe una justificación para 

respetar a la autoridad que gobierna, suele tratar de subsanarse ese fracaso con una 

extrema sumisión a las leyes que aquella promulga. (Villey, 1966, p. 97.) 

 

DISCUSIÓN  

Posibilidades de desobedecer  

Un sistema jurídico que no responda a la protección de derechos es esencialmente injusto 

y la coerción que se aplique por parte de la autoridad para su cumplimiento se vuelve 

arbitraria, por lo que el uso de la desobediencia civil se legitima, ya que busca resquebrajar 

estas condiciones en defensa de la justicia en sí misma. Felipe Asanza Miranda (2016, p. 

101), concluye que a través de esta, se resguarda la Constitución, por una parte, cesa la 

discriminación participativa, y se conquista la libertad (autonomía individual) y la igualdad 

política, por otra.  

Obedecer leyes injustas puede concluir incluso en la perdida de la organización 

democrática sobre la cual reposa el gobierno del que los ciudadanos son mandantes, 

porque la autoridad poco a poco realizará exigencias cada vez más arbitrarias, quienes al 

no reaccionar se ven envueltos en una vulneración sistemática de su derecho a la libertad 

de disenso, en primer momento, y posteriormente, de los demás derechos que les son 

debidos.  

La existencia de una sociedad y un sistema jurídico justos, exige la atención de todos sus 

miembros, la Dra. María Paulina Araujo (2007, p. 33) explica que  la desobediencia civil se 

sostiene en el uso de derechos y libertades fundamentales, en donde priman los principios 

constitucionales, y con limitación de derechos y libertades de otros, que cuando se 

violentan tienen como consecuencia un mayor costo que el beneficio pretendido.  

Yves de la Briere, en su libro ¿Cómo conciliar autoridad y libertad?, esquematiza las 

condiciones que Francisco Suarez (1993, p. 67 – 68) creía necesarias para que la 

desobediencia civil sea legítima:  

 El  perjuicio moral provocado por la legislación injusta y por el poder tiránico dañe 

gravemente los intereses de la comunidad política. Una solución violenta y 

extrema, es legítima solamente frente a un detrimento de igual carácter.  
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 Todos los remedios pacíficos y legales para solucionar el daño resultan 

ineficaces e insuficientes. Usar la fuerza solo es moralmente aceptable cuando 

es imposible aplicar una vida regular frente a la necesidad de un resultado 

urgente.  

 Los recursos que se tienen para enfrentar al Poder tiránico, son de tal volumen 

que está asegurado un resultado favorable. De lo contrario está el riesgo de 

sediciones, con derramamiento de sangre, que llevarán a una situación peor aún 

que aquella de que quiere resistirse. Entonces se causa bajo pretexto de hacer 

un bien, un mal mayor.  

Esto implica que la desobediencia civil busca una sociedad mejor, lo cual requiere el 

irrespeto de la legislación para consolidar este cambio, ya que el sistema legal ha dejado 

de discurrir a las reclamaciones, por lo tanto ya no es eficaz. El eje fundamental de esta 

inobediencia siempre es la justicia, por medio de la que se fortalece la intersubjetividad, y 

con la que la protesta no destruye esa relación con los demás.  

Esta dualidad a considerar en cuanto al quebrantamiento del orden jurídico, sin inobservar 

los derechos de los otros, requiere que se resalte que la desobediencia civil está 

configurada como una acción que pretende ser legítima, lo que se consolida en que se 

realiza como acto moral, de forma consciente e intencional; y que no puede existir sin 

principios éticos. (Falcón y Tella, 2000, p. 28) 

Por ende la regla primordial es hacer lo útil a la comunidad, que desencadena también en 

lo justo, ya que en esta distribución nadie pierde nada. (Leibniz, 1997, pp. 443-444) La 

medida de actuación es la prudencia, como máxima que dirige a la política, en la búsqueda 

de la igualdad armoniosa, para colocar cada cosa donde conlleve mayor bienestar para 

todos, no solo para cada uno. También hay que considerar lo dicho por Fernando Cevera 

(2016, p. 1), sobre el valor de no confundir ley con justicia, y no dejarnos engañar porque 

la existencia de una ley injusta es decisión del Estado, ya que este tiene el poder de 

cambiarla a su favor y a favor de sus mandantes.  

Desobedecer en nombre de la democracia  

La ineficacia en la ejecución institucional de una sociedad democrática, puede rectificarse 

mediante la desobediencia del derecho, para reencausar el sistema hacia las reglas 

democráticas. (Asanza Miranda, 2016, p. 103). El poder para gobernar en una democracia 

es legítimo cuando sus miembros así lo aceptan de forma libre, y tal legitimación, de parte 

de quienes obedecen, exige a la autoridad que siempre exista respeto a los derechos 

humanos. Por tanto la defensa de estos derechos es la defensa de la Constitución, como 

instrumento jurídico superior en una democracia, y en esa defensa hacia la Constitución 

es legítima la inobediencia.   
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Frente a la poca atención por parte del sistema instaurado para que solucione los conflictos 

ciudadanos, aquellos recurren a la desobediencia civil, como una presión simbólica hacia 

la autoridad que creen responsable directa de las decisiones, que sin importar su carácter 

de público o privado tienen influencia en lo que se ordena a la población, y en ocasiones ni 

siquiera poseen un cargo por representación social, sino más bien su poder esta sostenido 

en la condición económica. (Ordoñez Huerta, 2018, p. 174) 

La desobediencia civil aporta de manera favorable para adecuar el sistema en un principio 

básico que debe existir en un Estado democrático, esto es la participación ciudadana en la 

toma de decisiones públicas, por lo que usarla legítimamente podría establecerse con el 

tiempo en un complemento para la democracia. (Candela, 2015, p. 146). Su aplicación vista 

desde esta perspectiva ayudaría al amparo de las minorías existentes en una sociedad, sin 

que por ello se perjudique a las mayorías de ese conglomerado, por lo que se resalta 

además del procedimiento para una desobediencia civil, el fin mismo de esta.  

Realizar un proceso de protesta para reformar el sistema establecido, es útil para que este 

sea adecuado mediante la deliberación que demanda una verdadera democracia, ya que 

en esta forma de gobierno estar en desacuerdo es parte fundamental en la ejecución 

política y es un período inevitable para viabilizar la justicia (Arteta, 2017, p. 72), lo que se 

hará por medio de la política constructivista que integra sustancialmente a las mayorías y 

minorías en todos los niveles de discusión, en el ámbito tanto público como social. (Asanza 

Miranda, 2016, p. 102) Una vez que consolida este proceso de reestructuración, se 

recupera la autoridad para gobernar a la población, quienes aceptan libremente acatar las 

normas.  

Con la existencia de un sistema que considera minorías y mayorías, se construye un 

modelo de ciudadano que piensa en el bien común, ejerciendo su libertad con voluntad de 

renunciar incluso a ciertos deseos, mediante el uso de su conciencia moral y juicio 

prudencial, dando sentido a una coacción comunitaria que impulsa a todos las personas a 

que actúen con miras al desarrollo individual, que irresistiblemente mejora también el 

progreso social.  

 

CONCLUSIONES  

Las características que debe reunir una actuación para que se considere como 

desobediencia civil, serán los siguientes: el quebrantamiento de una norma jurídica, de 

forma conciente y voluntaria, con manifestaciones públicas y pacíficas, con las que se 

aceptan por los accionantes las sanciones de las que pueden ser sujetos, y que su finalidad 

sea la reconsideración o cambio de la norma inobservada por considerarla injusta.   
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La motivación de los ciudadanos para recurrir a la desobediencia civil, será entonces la 

existencia de normativas injustas y la nula respuesta del Estado sobre la necesidad de 

reforma en estas, para exhortar al Estado hacia la construcción de participación ciudadana, 

en la que la elaboración de leyes observe a toda la población, con lo que la autoridad 

gobernante recupera a la vez la autoridad que había perdido.  

Cuando existe una ley injusta que ordena un mal en sí misma, es obligación del sujeto 

desobedecerla, ya que ante la obligación jurídica siempre prima la obligación moral, y la 

existencia de sistemas jurídicos no solamente puede respetarse analizando las ventajas 

individuales que concesionen, sino que su obediencia está condicionada al progreso de la 

sociedad.  

La desobediencia civil es legitima cuando se cumplen las siguientes condiciones: a) la 

normativa injusta daña de forma grave a la comunidad; b) es imposible solucionar la 

vulneración que está provocando la normativa injusta con medios pacíficos; c) la estrategia 

que a ser empleada por los ciudadanos, es apta para enfrentar la tiranía que los está 

victimizando, al punto que se asegura una consecuencia próspera, ya que de lo contrario 

iniciar una revuelta sin analizar la favorabilidad de su resultado, trae un daño peor al que 

está provocando la normativa injusta.  

Siguiendo la teoría de la Justicia, John Rawls (1992, p. 19), afirma que, la desobediencia 

civil es el “dispositivo estabilizador de la democracia, y esto, por supuesto, para hacerla 

mucho más justa.” lo que va de la mano de la afirmación hecha por Habermas (1997, p. 

56).  acerca de que es evidencia de una cultura política madura, y la última posibilidad de 

que la autoridad corrija los errores cometidos en el sistema que dirige.  
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